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Panel integrado por su presidente, el Juez Candelaria Rosa, la Jueza 

Romero García1 y el Juez Pagán Ocasio2 
 
Pagán Ocasio, Juez Ponente 

 

SENTENCIA   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

I. 

 El 17 de enero de 2019, Atlasbits, Inc., el señor Julio J. 

Pamias Portalatín, la señora Leticia L. Calcerrada Carde y la 

Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por ambos (los 

Apelantes) presentaron ante este foro ad quem una Apelación. 

Solicitaron que revoquemos una Sentencia Parcial emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Mayagüez (TPI), el 

6 de agosto de 2018.3 Mediante su dictamen, el TPI desestimó una 

reconvención presentada por los Apelantes y otra sometida por el 

señor Pedro J. Rivera Concepción, por sí y en representación de la 

Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por éste y por la 

señora Iris L. Santana Rivera. Insatisfechos, el 22 de agosto de 2018, 

los Apelantes sometieron una Moción Solicitando Reconsideración 

de Sentencia Parcial y en Solicitud de Vista. El 14 de diciembre de 

 
1 La Jueza Giselle Romero García fue asignada a entender en este caso por virtud 

de la Orden Administrativa TA-2020-032 del 31 de enero de 2020. 
2 El Juez Ángel R. Pagán Ocasio fue asignado a este caso por virtud de la Orden 

Administrativa TA-2020-006 del 13 de enero de 2020. 
3 La misma fue notificada 7 de agosto de 2018. 
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2018, el TPI dictó una Resolución y/u Orden4, en la cual resolvió 

“No Ha Lugar a Solicitud de Reconsideración de Sentencia Parcial 

(6-agosto-18)”.  

 El 24 de enero de 2019, este tribunal emitió una Resolución, 

en la que resolvió que la parte apelada debía presentar su alegato 

en oposición en el término establecido en la Regla 22 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 22, y concedió a 

los Apelantes hasta el 29 de enero de 2019, para acreditar, de 

manera fehaciente, la notificación de la Apelación a todas las partes 

y al TPI de conformidad a lo dispuesto en la Regla 14 de nuestro 

Reglamento, supra, R. 14.  

 El 25 de enero de 2019, los Apelantes sometieron una Moción 

en Cumplimiento de Orden. En ésta, informaron que el mismo día 

de la radicación de la Apelación le notificaron una copia digital al 

Banco Popular de Puerto Rico (BPPR o el Apelado) y que el día 

siguiente le remitieron una copia física por correo certificado con 

acuse de recibo. Además, alegaron que, el 18 de enero de 2019, 

remitieron al TPI por correo una moción en cumplimiento con la 

Regla 14 (B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, R. 

14 (B). 

 El 19 de febrero de 2019, el BPPR sometió una Moción 

Solicitando Desestimación del Recurso de Apelación. En síntesis, 

arguyó que procedía la desestimación de la Apelación toda vez que 

la Moción Solicitando Reconsideración de Sentencia Parcial y en 

Solicitud de Vista, sometida ante el TPI, les fue notificada vencido el 

término de quince (15) días establecido en la Regla 47 de las Reglas 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 47; y, en la alternativa, 

porque los Apelantes no le notificaron el apéndice de la Apelación 

dentro del término dispuesto en la Regla 13 (B) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, ante, R. 13 (B). El Apelado alegó que, 

 
4 Esta fue archivada en autos y notificada a las partes el 18 de diciembre de 2018. 
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aunque ambos términos eran de cumplimiento estricto, los 

Apelantes no demostraron justa causa para su dilación y ello privó 

de jurisdicción al TPI para atender la solicitud de reconsideración. 

En su defecto, sostuvo que la falta de justa causa también privaba 

a este foro apelativo de jurisdicción. 

 El 26 de febrero de 2019, el tribunal le concedió a los 

Apelantes hasta el 8 de marzo de 2019 para: i) exponer su posición 

en torno a la moción de desestimación y; ii) para acreditar 

fehacientemente la notificación al Apelado de la Moción Solicitando 

Reconsideración de Sentencia Parcial.  

 El 8 de marzo de 2019, los Apelantes sometieron una Moción 

en Cumplimiento de Orden y en Oposición a Moción Solicitando 

Desestimación del Recurso de Apelación. En resumen, adujeron 

que, a pesar de que notificaron al BPPR la solicitud de 

reconsideración cinco (5) días luego de vencido el término, el Apelado 

no la objetó ante el TPI oportunamente y renunció a su derecho. 

Arguyeron que el BPPR había renunciado a su derecho pues:  

(1) Este no asistió a la vista celebrada, donde se discutiría la 
misma; luego (2) no se expresó dentro del término que sí le 
concedió el TPI para hacerlo; (3) transcurrido en exceso del 
término, se expresó sobre todos los méritos de la 
Reconsideración  y no levantó el argumento; (4) vio que el TPI 
resolvió y adjudicó la Reconsideración y tampoco se expresó; 
(5) gestionó la posible suspensión de la siguiente vista de 
estatus en vista de que los apelantes recurrirían a este Foro 
y nunca levantó el argumento; y (6) acudió a la referida vista 
de estatus y tampoco allí levantó el argumento. 

 

Además, alegaron que no le notificaron a tiempo la moción 

dado que otra compañera abogada fue quien la radicó ante el TPI y 

ellos no recibieron copia de la misma hasta el día en que se la 

notificaron al BPPR.  

En cuanto al argumento de la falta de notificación del 

apéndice de la Apelación, los apelantes alegaron que existía justa 

causa para la tardanza. Arguyeron que el día en que radicaron la 

apelación (17 de enero de 2019, a las 7:36 pm) confrontaron 

problemas con el escáner y que, mientras intentaban solucionar la 
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situación, enviaron copia del escrito en formato PDF al 

representante legal del BPPR. Adujeron que no pudieron lograr 

digitalizar la Apelación y el apéndice, no obstante, le remitieron 

copia al BPPR por correo certificado con acuse de recibo al día 

siguiente.  

Tras un estudio objetivo, sereno y cuidadoso de los 

argumentos de las partes, procederemos a consignar la normativa 

jurídica atinente a la controversia ante nos. 

II. 

El Art. 4.002 de la Ley de la Judicatura de 2003, Ley Núm. 

201-2003, según enmendada, establece que el Tribunal de 

Apelaciones tendrá jurisdicción y competencia para revisar 

“[…]como cuestión de derecho, las sentencias finales del Tribunal de 

Primera Instancia, así como las decisiones finales de los organismos 

y agencias administrativas y de forma discrecional cualquier otra 

resolución u orden dictada por el Tribunal de Primera Instancia.”5 A 

su vez, el inciso (a) del Art. 4.006 de la citada Ley6 dispone que este 

tribunal podrá revisar mediante recurso de apelación “toda 

sentencia final dictada por el Tribunal de Primera Instancia”. 

  La apelación se presentará en el término jurisdiccional de 

treinta (30) días, a partir de la fecha del archivo en autos de la copia 

de la notificación del dictamen recurrido. Véase, la Regla 13 (A) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, R. 13 (A); y la Regla 

52.2 (a) de las de Procedimiento Civil, ante, R. 52.2.  

Ahora bien, hay remedios postsentencia que pueden tener el 

efecto de interrumpir el término para apelar, si se presenta una 

moción oportunamente y conforme a la Regla de Procedimiento Civil 

aplicable. Entre estos remedios se encuentra la moción de 

reconsideración al amparo de la Regla 47 de las de Procedimiento 

 
5 4 LPRA sec. 24u. 
6 4 LPRA sec. 24y. 
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Civil, supra. Véase, la Regla 52.2 (e) de las de Procedimiento Civil, 

ante, R. 52.2 (e).  

En lo atinente al caso que nos ocupa, la Regla 47 de 

Procedimiento Civil, supra, permite a una parte adversamente 

afectada por una orden, resolución o sentencia del Tribunal de 

Primera Instancia, presentar una moción de reconsideración dentro 

del término de quince (15) días desde la fecha de la notificación de 

del dictamen. Si es una sentencia, el término es jurisdiccional. En 

todo caso, la moción debe exponer con suficiente particularidad y 

especificidad los hechos y el derecho que se estima deben 

reconsiderarse. 

La citada Regla 47 dispone que, “[u]na vez presentada las 

mociones de reconsideración quedarán interrumpidos los términos 

para recurrir en alzada para todas las partes. Estos términos 

comenzarán a correr nuevamente desde la fecha en que se archiva 

en autos copia de la notificación de la resolución resolviendo la 

moción de reconsideración”. Sin embargo, la misma Regla 47 

advierte que, de no cumplirse con las especificidades exigidas, la 

moción se rechaza, entendiéndose, en tales casos, que nunca 

interrumpió el término para recurrir en alzada de la orden, resolución 

o sentencia. 

En otro extremo, el perfeccionamiento de un recurso 

presentado ante el Tribunal de Apelaciones requiere la oportuna 

presentación y notificación del escrito a todas las partes. González 

Pagán v. Moret Guevara, 2019 TPPR 136, 202 DPR ____ (2019). El 

derecho procesal apelativo autoriza la desestimación de un recurso 

en aquellas circunstancias en las que la parte promovente incumple 

las reglas referentes al perfeccionamiento de este. Arriaga v. FSE, 

145 DPR 122, 139-130 (1998).    

En cuanto a la notificación, la Regla 13 (B) (1) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra, R. 13 (B) (1), establece que:  
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La parte apelante notificará el recurso apelativo y los 
Apéndices dentro del término dispuesto para la 
presentación del recurso, siendo éste un término de estricto 
cumplimiento. (Énfasis nuestro). 

 

A pesar de que el término es uno de cumplimiento estricto, 

“[e]l foro apelativo no goza de discreción para prorrogar tales 

términos automáticamente. Tan solo tiene discreción para 

extender un término de cumplimiento estricto ‘...solo cuando la 

parte que lo solicita demuestre justa causa para la tardanza’”. 

(Énfasis nuestro). Rojas v. Axtmayer Ent. Inc., 150 DPR 560, 564 

(2000). De otro modo, el “[…] tribunal carece de discreción para 

prorrogar el término”. Íd. Véase, además, Soto Pino v. Uno Radio 

Group, supra, pág. 92; Banco Popular de P.R. v. Mun. de 

Aguadilla, 144 DPR 651 (1997) (Resolución). 

Ahora bien, la justa causa no puede ser cualquier pretexto, 

sino que:  

‘[l]a acreditación de justa causa se hace con explicaciones 
concretas y particulares –debidamente evidenciadas en el 
escrito- que le permitan al tribunal concluir que hubo una 
excusa razonable para la tardanza o la demora. Las 
vaguedades y las excusas o los planteamientos 
estereotipados no cumplen con el requisito de justa 
causa’. Febles v. Romar, 159 D.P.R. 714, 720 (2003) (Énfasis 
suplido). 

No puede ser de otra manera. Si se permite que la 
acreditación de la justa causa se convierta en un juego de 
mero automatismo en el que los abogados conjuran excusas 
genéricas, carentes de detalles en cuanto a las 
circunstancias particulares que causaron la tardanza en 
cumplir con el término, se trastocaría todo nuestro 
ordenamiento jurídico. De esa manera se convertirían los 
términos reglamentarios en metas amorfas que cualquier 

parte podría postergar.  
Para evitar ese escenario, son los tribunales los 

llamados a ser árbitros y celosos guardianes de los términos 
reglamentarios. Soto Pino v. Uno Radio Group, ante, pág. 
93. 

 

La Regla 83 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

supra, R. 83, nos autoriza a desestimar un recurso cuando estén 

presentes las circunstancias antes reseñadas.  

III. 

 En el presente caso, el BPPR alegó que procede la 

desestimación de la apelación toda vez que la moción de 

reconsideración, sometida ante el TPI por los Apelantes, les fue 
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notificada cinco (5) días luego de vencido el término para ello. En 

torno a ese planteamiento, los Apelantes sostuvieron que el BPPR 

no objetó a tiempo tal dilación y que el TPI continuó los 

procedimientos para atender la solicitud. Tras examinar 

cuidadosamente el expediente y el tracto procesal de este caso, 

concluimos que el TPI ejerció su discreción de prorrogar7 el término 

para la notificación al atender la solicitud de reconsideración. Para 

ello, el foro a quo le dio la oportunidad al BPPR de fijar su posición, 

celebró varias vistas y luego emitió su determinación. Además, el 

Apelado replicó a la moción de reconsideración en sus méritos sin 

plantear ante el foro a quo la falta de notificación dentro del término 

de cumplimiento estricto. 

 Ahora bien, el Apelado adujo que, en la alternativa, debíamos 

desestimar la apelación, toda vez que el apéndice de la apelación le 

fue notificado vencido el término contemplado en la Regla 13 (B) (1) 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, R. 13 (B) (1).  

Según surge del expediente del caso, los Apelantes 

presentaron la apelación el último día que tenían para recurrir ante 

nos, a saber, el 17 de enero de 2019. A tenor con las normas del 

Derecho Procesal Apelativo, en específico la Regla 13 (B) (1) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. R. 13 (B) (1), la parte 

promovente debe notificar una copia del escrito de apelación y de su 

apéndice a las demás partes del pleito dentro del plazo dispuesto 

para la presentación del recurso. Sin embargo, los Apelantes no le 

notificaron al BPPR una copia del apéndice de la Apelación dentro 

del término establecido para ello.8   

Como mencionamos, el término aludido es uno de 

cumplimiento estricto. Por ello, la parte tiene que justificar, con 

 
7 Véase, Rivera Marcucci et al. v. Suiza Dairy, 196 DPR 157, 169-170 (2016). 
8 Nos hemos percatado de que tampoco se le notificó la apelación y su apéndice a 

los co-demandados en el pleito (señor Pedro J. Rivera Concepción, por sí y en 

representación de la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por éste 

y por la señora Iris L. Santana Rivera).  
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explicaciones concretas y particulares, la razón para su dilación. 

Los Apelantes, en su Moción en Cumplimiento de Orden y en 

Oposición a Moción Solicitando Desestimación del Recurso de 

Apelación, alegaron que el día en que presentaron la apelación -el 

cual también era el último día para notificar a las partes tanto su 

escrito como el apéndice- confrontaron problemas con el escáner. 

Esta explicación no es suficiente para justificar su incumplimiento. 

Los Apelantes tuvieron la oportunidad de auscultar otras 

alternativas para cumplir con el requisito de notificación de la 

apelación y de su apéndice a las partes dentro del término dispuesto 

en la Regla 13 (B) (1) del Reglamento de Tribunales, supra, R. 13 (B) 

(1). Ante estas circunstancias, procede la desestimación del recurso, 

pues carecemos de discreción para prorrogar el mencionado 

término. Véase Soto Pino v. Uno Radio Group, supra, pág. 94, et 

seq.  

Recordemos que las normas que rigen la práctica apelativa 

puertorriqueña, así como los términos establecidos en nuestro 

ordenamiento jurídico, no constituyen un mero formalismo que 

puede ser derrotado fácilmente. Íd., pág. 95. En ese sentido, los 

tribunales debemos “ser guardianes de todos los términos en 

nuestro ordenamiento jurídico”. Íd., pág.  97. 

IV. 

 Por los fundamentos expuestos, se desestima la apelación.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


